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2 de noviembre de 2011

I.
RESUMEN

1. El 24 de abril de 2008 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, "Comisión Interamericana", "Comisión" o "CIDH") recibió una denuncia presentada por Graciela Rodríguez Manzo y Luis Miguel Cano López (en adelante, "peticionarios"), actuando en representación de Rafael Rodríguez Castañeda (en adelante, “presunta víctima”), en contra de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante, “Estado mexicano”, “México” o “Estado”). Se alega que el derecho de acceso a la información de la presunta víctima habría sido vulnerado porque se le negó acceso a las boletas electorales de las elecciones presidenciales realizadas el 2 de julio de 2006 y porque existen disposiciones legales que ordenan la destrucción de esa documentación.

2. Los peticionarios sostienen que el Estado violó, en perjuicio de la presunta víctima los artículos 8 (garantías judiciales), 13.1, 13.2 (libertad de pensamiento y de expresión) y 25 (protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “Convención” o “Convención Americana”), en relación con los artículos 1.1 (obligación de respetar los derechos) y 2 (deber de adoptar disposiciones de derecho interno) del mismo instrumento internacional. Respecto a los requisitos de admisibilidad, señalan que los recursos nacionales han sido agotados, que la petición ha sido presentada dentro del plazo convencional y que no existe duplicidad de procedimientos ni cosa juzgada internacional respecto de la materia de la petición.

3. El Estado alega que la petición es inadmisible. Manifiesta que la presunta víctima no agotó los mecanismos administrativos y judiciales previstos en la legislación interna para amparar el derecho alegadamente violado y rechaza que, a consecuencia de la situación denunciada, se hubieren consumado violaciones a derechos convencionales.

4. Tras analizar las posiciones de las partes, la Comisión concluye que es competente para conocer la denuncia presentada por los peticionarios y que es inadmisible, a la luz de los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. En consecuencia, levanta la medida cautelar 102-08 relacionada con la materia de la presente petición. Además, resuelve notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su informe anual ante la Asamblea General de la OEA.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
5. La petición fue recibida el 24 de abril de 2008 y registrada como P-492-08. El 3 de julio de 2008 fue trasladada al Estado, otorgándole un plazo de 2 meses para que presentara sus observaciones
. La respuesta de México fue recibida por la CIDH el 8 de octubre de 2008.

6. Además, la Comisión recibió información de los peticionarios en las siguientes fechas: 31 de octubre de 2008; 7 de enero y 17 de julio de 2009; y 17 de febrero de 2010. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado. Por su parte, México envió información el 8 de abril, 26 de mayo y 26 de octubre de 2009 y el 14 de mayo de 2010. Las notas fueron debidamente trasladadas a los peticionarios. 

-
Medidas Cautelares: MC 102-08, Rafael Rodríguez Castañeda 

7. El 3 de julio de 2008, a raíz de una solicitud de los peticionarios, la CIDH solicitó al Estado de México la adopción de medidas cautelares a favor de Rafael Rodríguez Castañeda. En específico, requirió al Estado suspender la destrucción de las boletas electorales de la elección del 2 de julio de 2006, hasta tanto la Comisión se pronuncie sobre el fondo del reclamo presentado. El 18 de julio de 2008 el Estado presentó información al respecto. En comunicación de 31 de octubre de 2008, la CIDH notificó a las partes su decisión de mantener vigentes las medidas otorgadas
.

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

 

A. Los peticionarios

8. Alegan los peticionarios que el derecho de acceso a la información de la presunta víctima habría sido vulnerado porque se le negó acceso a las boletas electorales de las elecciones presidenciales del 2 de julio de 2006 en México -información que, de acuerdo a los peticionarios, sería de carácter público y cuya difusión sería de interés público-. Afirman que el referido derecho también se habría vulnerado por la existencia de disposiciones legales internas que ordenan la destrucción de dicha documentación. 

9. En específico, señalan que el 28 de julio de 2006, en un contexto de polarización social por los resultados de los comicios presidenciales del 2 de julio de 2006, la presunta víctima, director del semanario “Proceso”, habría solicitado ante la Unidad de Enlace del Instituto Federal Electoral en Materia de Transparencia y Acceso a la Información (UEIFE) el “acceso al sobre con las boletas sobrantes, inutilizadas, los votos válidos y nulos en todas las casillas instaladas durante la jornada del pasado 2 de julio de 2006 en todo el país, para la elección de Presidente de la República”. Sostienen que el Sr. Rodríguez Castañeda pretendía contribuir al conocimiento de la verdad histórica y despejar las dudas o confrontación respecto de los resultados electorales. Indican que el 5 de septiembre de 2006 el Comité de Información del Instituto Federal Electoral notificó a la presunta víctima el rechazo de su solicitud porque el artículo 254 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales (COFIPE) vigente a la fecha, preveía la destrucción de la documentación solicitada
.

10. Informan que el 20 de septiembre de 2006 el Sr. Rodríguez Castañeda interpuso una demanda de amparo, para impugnar la decisión de la UEIFE y el artículo 254 del COFIPE. Indican que el recurso fue declarado improcedente por el Juzgado Cuarto de Distrito de Materia Administrativa el 21 de septiembre de 2006, aduciendo que a través del mecanismo intentado se buscaba combatir actos emitidos en materia electoral, contra los cuales el amparo no resultaba procedente. Añaden que el 5 de octubre del mismo año esa resolución fue apelada ante el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. Finalmente, a consecuencia de que este último decidió solicitar a la Suprema Corte de Justicia el ejercicio de su facultad de atracción, el máximo tribunal nacional habría confirmado el rechazo de la demanda de amparo por resolución de 11 de marzo de 2008. 

11. Sostienen que esta última decisión es el acto judicial que agotó los recursos internos idóneos que se encontraban al alcance de la presunta víctima, por tratarse de una sentencia definitiva e inatacable. 

12. Afirman que el recurso de revisión en materia de transparencia y el juicio para la protección de los derechos políticos-electorales del ciudadano no constituyen vías eficaces e idóneas para amparar el derecho a la información, y por tanto, no era necesario agotarlos. Alegan que el agotamiento de estos mecanismos podría haber permitido que se consumare la destrucción de las boletas, sin que los recursos hubieren sido resueltos. 

13. Adicionalmente, expresan que la petición fue presentada ante la CIDH dentro del plazo de seis meses previsto en el artículo 46 de la Convención Americana, que no existen procedimientos de arreglo internacional pendientes respecto de la materia de la petición y que no ha sido examinada previamente por otro organismo internacional.

14. En materia de caracterización, argumentan que el Estado mexicano sería responsable por la violación de los derechos establecidos en los artículos 13.1, 13.2, 8 y 25.1 de la Convención Americana, todos en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento internacional.
15. Respecto del artículo 13.1 argumentan que el derecho de acceso a la información en poder del Estado comprende tanto el derecho de las personas de recibir información (en este caso, la comprendida en las referidas boletas electorales) como la obligación estatal de suministrarla. En tal sentido, afirman que la información contenida en las actas de escrutinio y cómputo levantadas durante la jornada electoral no reflejan necesariamente los contenidos de las boletas electorales
, por lo que permitir el acceso sólo a aquellas resultaría insuficiente y agregan que, hasta tanto no sea posible contrastar las boletas con la información contenida en las actas, continuaría la violación al derecho de acceso a la información; del artículo 13.2 porque la restricción en el acceso a las boletas electorales no configura una restricción al ejercicio del derecho de acceso a información permitida por la Convención Americana ni por el artículo 4 de la Declaración de Principios sobre la Libertad de Expresión, y porque existe legislación nacional que permite la destrucción de información de interés público –es decir, las boletas electorales.

16. Alegan que el Estado habría violado el artículo 8 debido a que, al declararse improcedente la demanda de amparo interpuesta por la presunta víctima, se le impidió ser oída con las debidas garantías, sumado a que, durante sus intervenciones, ni la Suprema Corte de Justicia ni el Instituto Federal Electoral (IFE) habrían actuado en conformidad con el debido proceso legal
. Asimismo, que habría violado el artículo 25 porque a través de la denegación del amparo se negó la existencia de un recurso sencillo y eficaz que sirva para salvaguardar el derecho de acceso a la información. Agregan respecto del artículo 2 que las disposiciones de derecho interno que permiten la destrucción de las boletas electorales, tornan ilusoria la posibilidad de tener acceso a esa información, y porque la Suprema Corte, al establecer en su resolución que el proceso electoral no finaliza sino hasta que se destruyen las boletas electorales, actualizó una restricción a derecho incompatible con la Convención. Además, señalan que la restricción en el acceso a las boletas electorales deteriora la construcción de un régimen democrático en México. 

B.
El Estado

17. El Estado mexicano afirma que la petición no reúne los requisitos de admisibilidad establecidos en la Convención Americana porque existirían recursos -administrativo y judicial- que no habrían sido agotados y por la inexistencia de violaciones a derechos convencionales.

18. Respecto de los requisitos de admisibilidad, individualiza como recursos que debieron haber sido agotados antes de acudir a la justicia internacional al recurso de revisión ante la UEIFE y al juicio para la protección de los derechos políticos-electorales de los ciudadanos ante el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación –órgano jurisdiccional facultado por la Constitución y leyes nacionales para resolver las controversias suscitadas en torno a una presunta violación al derecho de acceso a la información pública en materia electoral-. Sostiene que se trata de mecanismos idóneos y eficaces para reclamar la presunta violación del derecho de acceso a la información, advierte sobre su pertinencia y afirma que ambos cumplen los estándares señalados en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, “Corte Interamericana”) sobre eficacia y accesibilidad. Agrega que la falta de agotamiento de esos recursos no puede ser suplida a través de la aplicación de alguna de las excepciones a la regla de agotamiento de recursos de jurisdicción nacional y niega que su agotamiento sea –como afirman los peticionarios- de carácter optativo. Adicionalmente, señala que los peticionarios no pueden alegar la inexistencia de un recurso efectivo sin haber agotado y verificado previamente la eficacia de los recursos judiciales existentes.

19. Argumenta que la presunta víctima tramitó un recurso jurisdiccional inadecuado, porque el recurso de amparo es improcedente en materia electoral. Afirma que esto no es incompatible con la Convención Americana, porque en México existe un sistema especializado para la protección de los derechos políticos-electorales y de otros derechos asociados, que prevé recursos de tutela rápido y sencillo, señalados en el párrafo anterior. Agrega que resulta equivocado el argumento planteado por los peticionarios sobre que acudieron al juicio de amparo para evitar la destrucción de las boletas electorales, ya que no se trataba de un hecho que fuere de inminente realización ni de un mecanismo que operare de manera automática. En ese tenor, indica que para que la destrucción se lleve a cabo, es necesario que el Consejo General de IFE se pronuncie previamente mediante acuerdo general, fundamentando debidamente el acto. Indica que, toda vez que no existiría orden alguna de destrucción de las boletas en cuestión, no existía un acto cuya ejecución debía haber sido suspendida, dado que la norma contenida en el artículo 254 del entonces COFIPE no había sido aplicada
. Agrega que, en tanto el Consejo Superior del IFE determinó no destruir la documentación hasta tanto se finalicen todos los juicios pendientes vinculados con la petición de acceso a las boletas electorales, no existe en el presente asunto riesgo ni inminencia de destrucción de las boletas
. Adicionalmente, afirma que no era necesaria la impugnación de leyes para poder cuestionar los supuestos en los que se les habría negado el acceso a la información, y sostiene que no se ha demostrado cómo la declaración de inconstitucionalidad de la norma habría permitido a la presunta víctima tener acceso a las boletas, toda vez que la declaración de inconstitucionalidad sólo habría implicado que las boletas no fueren destruidas.

20. Por otra parte, el Estado reconoce que el derecho de acceso a la información ante el sistema interamericano goza de una entidad per se, pero advierte respecto del impacto que podría tener sobre la certidumbre de procesos electorales, la consagración de un derecho de acceso a las boletas. Afirma que el derecho de acceso a la información relativa a resultados electorales está garantizado a través de las actas que reflejan el resultado de la votación
, ya que en ellas se vierte el contenido de las boletas electorales, e informa que el Comité de Información del IFE, no obstante haber rechazado la solicitud del Sr. Rodríguez Castañeda, puso a su disposición las actas del IFE que contienen la información derivada de las boletas a las que solicitó acceso
. 

21. Adicionalmente, señala que los resultados obtenidos en un proceso electoral presidencial son susceptibles de ser impugnados a través del juicio de inconformidad. Además, indica que el sistema de información de los resultados electorales cumple con los requisitos de máxima revelación, obligación de publicación, ámbito limitado de excepciones, gratuidad y mínima formalidad, facilidad de acceso y principio de procedencia de la revelación de la información. Afirma que a consecuencia del último de los principios señalados, el régimen de excepciones es de estricto derecho e indica que la ley electoral no restringe el acceso a la información relacionada con los resultados electorales –en tanto la ley federal no otorga el carácter de información reservada a las actas de escrutinio y cómputo- sino que lo que imposibilita es el acceso físico al material –es decir, a las boletas electorales-. 

22. Respecto de la naturaleza de las boletas indica que, de conformidad con los criterios establecidos por el TRIFE
, son documentos que nunca pierden el carácter de inviolables, que no pertenecen al dominio público y que se encuentran sometidos a un estricto control y medidas de seguridad con el objeto de tutelar y garantizar la efectividad y autenticidad del sufragio. Además, también a criterio del referido tribunal, las boletas constituyen documentación indisponible –incluso una vez finalizado el proceso electoral- en función del carácter reservado que las mismas revisten durante el proceso electoral, de la existencia de legislación que persigue resguardar la inviolabilidad de los paquetes electorales hasta tanto se acuerde su destrucción, y de la secrecía del voto. Informa que varios países de la región contemplan en sus ordenamientos jurídicos la destrucción de boletas electorales y afirma que ese acto no puede ser considerado violatorio del derecho de acceso a la información, ya que se trata de una medida racional relacionada con la definitividad de los procesos electorales y que pone fin a los gastos económicos que trae aparejada su conservación.

23. Además indica que el régimen general de acceso a la información en México se encuentra en apego a los estándares internacionales que rigen en la materia y que el derecho de acceso a la información se encuentra garantizado tanto a nivel de normativa como en el plano operacional. En este sentido, informa que el derecho de acceso a la información se encuentra garantizado en la Constitución Nacional y que en el año 2002 se adoptó la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la cual se aplica a los tres poderes del Estado y en cuyo cumplimiento se creó, en el ámbito del Poder Ejecutivo, el Instituto Federal de Acceso a la Información (órgano que cumple funciones de tribunal administrativo y de órgano de capacitación, a la vez que se desempeña como el garante de protección de información delicada y definidor de transparencia). 

24. Además, el Estado solicita se declarare la inadmisibilidad de la petición porque además los peticionarios con posterioridad a la petición inicial habrían modificado los motivos que sustentaban la denuncia
. 

 
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
 

A. 
Competencia ratione personae, ratione temporis, ratione loci y ratione materiae 
25. Los peticionarios se encuentran facultados por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presunta víctima a  una persona natural, respecto de quien el Estado de México se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que México es un Estado parte en la Convención Americana desde el 24 de marzo de 1981, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención que habrían tenido lugar dentro del territorio de México, Estado Parte en dicho tratado.

26. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.

B.
Agotamiento de los recursos internos

27. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos.  Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, lo solucionen antes de que sea conocida por una instancia internacional. 

28. Respecto del cumplimiento de este requisito convencional de acuerdo a los peticionarios, el recurso judicial idóneo para proteger el derecho presuntamente violado era el recurso de amparo y afirman que, en tanto la presunta víctima interpuso una acción de amparo que le fue denegada, los recursos de jurisdicción interna fueron agotados. Por su parte, México rechaza esa afirmación y alega que la presunta víctima debió haber agotado el recurso de revisión ante la UEIFE y, posteriormente, el juicio para la protección de los derechos políticos-electorales de los ciudadanos ante el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

29. A efectos de analizar el cumplimiento del requisito de agotamiento de los recursos internos, la Comisión debe identificar cuál es el recurso adecuado a agotarse según las circunstancias, entendiendo por tal, aquél que pueda solucionar la situación jurídica supuestamente infringida
.
30. En el presente caso, la Comisión observa que con la interposición del recurso de amparo, la presunta víctima denunció ante las autoridades mexicanas la presunta violación de su derecho a la información. En tal sentido, consta en el expediente ante la CIDH que:

· el 20 de septiembre de 2006 el señor Rafael Rodríguez Castañeda presentó un recurso de amparo indirecto contra “la Resolución del Comité de Información del Instituto Federal Electoral, de rubro CI078” y contra “la disposición plasmada en la frase final del párrafo 2 del artículo 254 del [entonces vigente] Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales”
, alegando que se trataba de actuaciones que contravenían inter alia el derecho a la información garantizado en el artículo sexto de la Constitución mexicana. El recurso fue identificado como Amparo Indirecto 909-2006;

· el 21 de septiembre de 2006, la Jueza Cuarta de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal desechó de plano la demanda de garantías interpuesta por la presunta víctima. La autoridad fundamentó su decisión indicando que el acto reclamado en sí era “un acto emitido por una autoridad en materia electoral, y por tanto, no constitu[ía] un acto de autoridad que pueda ser impugnado por la vía del amparo”
;

· el 5 de octubre de 2006 se interpuso un recurso de revisión contra la resolución de la jueza de Distrito. En la oportunidad, el Sr. Rodríguez Castañeda alegó que la causal de inadmisibilidad establecida en la fracción VII del artículo 73 de la Ley de Amparo
 -empleada como fundamento legal en la resolución cuestionada- no resultaba aplicable al caso concreto, toda vez que “no se está en presencia de actuaciones dentro de la órbita electoral [… y] que no se pretende la protección de derechos políticos-electorales”;

· el 11 de marzo de 2008 la Suprema Corte de Justicia de México –luego de ejercer su facultad de atracción para conocer y resolver el recurso de revisión interpuesto por la presunta víctima- confirmó el auto recurrido y desechó la demanda de amparo (Amparo en revisión 1043/2007). El máximo tribunal doméstico consideró que la norma contenida en el artículo 254 era de carácter electoral (toda vez que determinaba el destino final de los sobres que contenían las boletas sobrantes, inutilizadas y las boletas de los votos válidos y nulos de la elección), al igual que la decisión que negó el acceso a los sobres que contienen las referidas boletas y que, en consecuencia, el juicio de amparo resultaba improcedente conforme a lo dispuesto inter alia en la fracción VII del artículo 73 de la Ley de Amparo. Respecto de “lo argumentado por el recurrente respecto a que a través de la promoción del juicio de amparo […] lo que plantea es la violación al derecho a la información […] por parte del artículo 254, segundo párrafo del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales […] y de la negativa a la solicitud de acceso a la información en poder el Instituto Federal Electoral” estableció que “la naturaleza electoral de los actos reclamados no puede ser diferente o variar según lo que se argumente en los conceptos de violación, máxime si en el caso concreto para estar en posibilidades de determinar si la referida negativa y la disposición legal que la fundamenta son o no contrarias al derecho fundamental de información, el examen constitucional que tendría que realizarse no se limitaría estrictamente a una cuestión jurídica, sino que la norma reclamada y su aplicación tendrían que confrontarse también con los principios rectores de la materia electoral”.

31. La CIDH observa que la denuncia presentada por la presunta víctima ante los órganos internos refirió a una presunta violación del derecho a la información pública, identificando como causales de violación la decisión del UEIFE y una norma del COFIPE vigente en ese entonces.  Además, nota que la supuesta naturaleza electoral de dichos actos motivaron el rechazo de las acciones internas.

32. Teniendo en consideración los criterios establecidos por la Suprema Corte respecto de la naturaleza de la resolución y de la norma cuestionada, se observa que la presunta víctima podría haber optado por los mecanismos disponibles en la esfera electoral. Sin embargo, de la información disponible surge que, al momento de los hechos, el TRIFE no podía declarar la inconstitucionalidad de una ley –facultad que adquirió luego de la reforma constitucional de noviembre de 2007, sólo con relación a leyes electorales
-. En consecuencia, y conforme lo han señalado tanto la Comisión como la Corte Interamericana, el juicio para la protección de los derechos políticos-electorales de los ciudadanos no constituía –al momento de los hechos- un recurso eficaz al cual hubiere podido acudir la presunta víctima para atacar la inconstitucionalidad de la referida norma
. 
33. Toda vez que los mecanismos de la jurisdicción electoral no resultaban idóneos, se observa que el único recurso disponible para la presunta víctima era el juicio de amparo, sobre la base de una presunta vulneración a su derecho de acceso a la información en el ámbito de la transparencia. Surge del análisis efectuado supra que la presunta víctima denunció la presunta violación a su derecho y agotó las diversas instancias a las que era posible acudir a través del juicio de amparo.

34. La Comisión concluye que a través de la resolución de la Suprema Corte de Justicia de 11 de marzo de 2008 se agotaron los recursos de jurisdicción interna.
2.
Plazo de presentación de la petición
35. Conforme a lo dispuesto en el artículo 46.1.b de la Convención para que una petición pueda ser admitida, debe presentarse dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que la parte denunciante fue notificada de la decisión definitiva dictada a nivel nacional.  La norma de los seis meses garantiza certidumbre y estabilidad jurídica una vez que una decisión ha sido adoptada. 

36. La CIDH estableció que la sentencia de la Suprema Corte del 11 de marzo de 2008 agotó los recursos nacionales en el presente caso. En tanto la petición se presentó el 24 de abril de 2008, el requisito establecido en el artículo 46.1.b de la Convención se encuentra satisfecho.

3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional
37. A los efectos de declarar admisible una petición, la Convención exige en su artículo 46.1.c, que la materia de la misma no este pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional y, en su artículo 47.d, que no reproduzca el contenido de una petición ya examinada por éste u otro organismo internacional. En el caso sub examine, los peticionarios afirman que los hechos de la petición no fueron denunciados ante ningún otro organismo internacional, y no surge del expediente prueba en contrario. Por lo tanto, la CIDH considera satisfechos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.

4. 
Caracterización de los hechos alegados 

38. A los efectos de la admisibilidad, la Comisión debe decidir si los hechos alegados, de ser probados, pueden caracterizar una violación de derechos, según lo estipulado en el artículo 47.b de la Convención Americana, o si la petición es "manifiestamente infundada" o es "evidente su total improcedencia", conforme al inciso (c) del mismo artículo. El criterio de evaluación de esos requisitos difiere del que se utiliza para pronunciarse sobre el fondo de una petición; la Comisión debe realizar una evaluación prima facie para determinar si la petición establece el fundamento de la violación, posible o potencial, de un derecho garantizado por la Convención, pero no para establecer la existencia de una violación de derechos. Esta determinación constituye un análisis primario, que no implica prejuzgar sobre el fondo del asunto.

39. En el caso que nos ocupa, los peticionarios afirman que el derecho de acceso a la información de la presunta víctima habría sido vulnerado porque se le negó acceso a las boletas electorales de las elecciones presidenciales celebradas el 2 de julio de 2006, y por la existencia de legislación nacional que dispone la destrucción de la documentación requerida. Asimismo, alegan que, las actas de escrutinio y cómputo no necesariamente reflejan el contenido de las boletas electorales, por lo que permitir el acceso sólo a aquellas resulta insuficiente. Por el contrario, el Estado niega que se hubieren consumado violaciones a derechos convencionales y afirma que el derecho de acceso a la información relativa a resultados electorales está garantizado a través de las actas que reflejan el resultado de la votación. Además, solicita que se declare la inadmisibilidad de la denuncia toda vez que los peticionarios habrían “modificado sustancialmente los motivos de su petición inicial” en escritos posteriores. 

40. Previo al análisis de caracterización de los hechos denunciados, se estima pertinente abordar lo planteado por el Estado respecto de la supuesta modificación de los fundamentos de la petición. La Comisión observa que del estudio del expediente no surge que los peticionarios hubieren modificado o alterado los fundamentos de su petición, no obstante haber reforzado o incorporado en sus escritos de observaciones, argumentos relacionados con el debate suscitado en torno a la admisibilidad o inadmisibilidad de la denuncia y respecto de los cuales se corrió traslado al Estado para que presentare su posición al respecto. En consecuencia, se rechaza la solicitud de México porque las partes se encuentran facultadas para presentar consideraciones sobre la admisibilidad de la petición hasta que la CIDH adopte una decisión al respecto, en conformidad con el artículo 30.6 de su Reglamento. 

41. Superado ese punto, corresponde precisar si es que de los hechos denunciados surge una presunta o posible violación de derechos convencionales. Conforme lo ha manifestado en reiteradas oportunidades la CIDH, el derecho de acceso a la información es un derecho fundamental protegido por el artículo 13 de la Convención Americana que sólo puede estar sujeto a limitaciones que den cumplimiento estricto a los requisitos derivados del artículo 13.2 del mencionado instrumento –es decir, verdadera excepcionalidad, consagración legal, objetivos legítimos, necesidad y estricta proporcionalidad-. Según lo informado por las dos partes, la Comisión estima prima facie que el presente caso no refiere necesariamente a un supuesto de aplicación de limitaciones al acceso a la información. Por el contrario, la CIDH considera que lo que debe analizar es si es que la información que se puso a disposición de la presunta víctima –es decir, las actas de escrutinio y cómputo de las elecciones- tenía la entidad suficiente como para satisfacer su derecho de acceso a información en poder el Estado.

42. De acuerdo a información proporcionada por las partes, y a la legislación electoral vigente al momento de los hechos, en las actas de escrutinio y cómputo elaboradas en cada casilla para recibir la votación de ciudadanos, se dejaba constancia del número de votos emitidos a favor de un candidato o partido político, del número de votos nulos y del número total de boletas sobrantes inutilizadas. Para tales efectos, la legislación electoral preveía un mecanismo de identificación y separación de boletas –dependiendo de la categoría en la cual las mismas habrían de ser consideradas-, cómputo y verificación de resultados. Los responsables de llevar a cabo ese procedimiento eran los integrantes de la “mesa directiva de casilla”, órgano electoral conformado por 4 ciudadanos escogidos a través de un mecanismo mixto de selección. Además, los partidos políticos que habían registrado candidatos, fórmulas o listas podían acreditar representantes ante las referidas mesas directivas, quienes tenían el derecho de observar y vigilar el desarrollo de la elección y de presentar escritos de protesta al término del escrutinio y cómputo electoral. Además, la legislación interna también preveía la posibilidad de que, en caso de existieren inconvenientes o dudas acerca de los resultados anotados en las actas de escrutinio y cómputo, instancias superiores pudieren proceder un nuevo acto de escrutinio y cómputo. 

43. Lo anterior indicaría que las actas de escrutinio y cómputo reflejan de manera sistematizada, la información contenida en las boletas electorales. Al poner a disposición de la ciudadanía las referidas actas, el Estado estaría asegurando el acceso a esa información, en su modalidad de dato procesado.

44. En determinadas oportunidades el acceso a la información comprende tanto el acceso al dato procesado como el acceso a la información en bruto –por ejemplo, en los casos de archivos en los cuales exista información relacionada con graves violaciones de derechos humanos
. Sin embargo, en el caso bajo estudio, el acceso a las actas de escrutinio y cómputo habría satisfecho o pudiera haber satisfecho la necesidad de los sujetos interesados en materia de acceso a la información y –a la vez- evitaba una posible contaminación de la información en bruto que fue utilizada para la elaboración de las mismas y los peticionarios no han aportado elementos para mostrar por qué dicha información no les habría servido. En tanto surge de la información obrante en el expediente ante la CIDH que las actas elaboradas por el Instituto Federal Electoral fueron puestas a disposición de la presunta víctima
, la Comisión considera que no se cuenta con elementos que permitan caracterizar prima facie una posible violación a derechos amparados por la Convención.

V.
CONCLUSIONES
45. En virtud de los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión concluye que tiene competencia para conocer la denuncia presentada por los peticionarios y que la petición es inadmisible, de conformidad con el artículo 47.b) de la Convención Americana. En consecuencia, 

 
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
 

1. Declarar inadmisible la presente petición conforme al artículo 47.b) de la Convención Americana.

2. Levantar las medidas cautelares 102-08, toda vez que su vigencia se justificaba en la necesidad de conservar el material protegido hasta tanto la CIDH emitiere una decisión respecto de la denuncia presentada.

3. Transmitir el presente informe a los peticionarios y al Estado de México.

4. Publicar el presente informe e incluirlo en el Informe Anual de la Comisión a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 2 días del mes de noviembre de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, de nacionalidad mexicana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� El 8 de julio de 2008 se trasladaron anexos de la petición 492-08 al Estado, por lo que el plazo de dos meses para presentar fue computado a partir de esa fecha.


� A partir de entonces, los solicitantes remitieron información adicional el 7 de enero y 20 de febrero de 2009 y el 25 de septiembre de 2010. Por su parte, México, mediante nota de 16 de diciembre de 2008, reiteró los términos de su respuesta de 18 de julio de 2008.


� Según los peticionarios, el artículo 254 fue reproducido en el artículo 302 del nuevo Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.


� Los peticionarios remitieron copia de una sentencia dictada en un juicio de inconformidad interpuesto contra los resultados consignados en un acta de cómputos distritales suscrita durante la elección presidencial de 2 de julio de 2006. En la referida resolución se ordena modificar los resultados contenidos en el acta impugnada.


� Según los peticionarios, la supuesta actuación irregular de la Corte Suprema consta con: i) considerar como materia electoral algo que no lo era); ii) afirmar que el proceso electoral no había finalizado; y iii) al momento de decidir sobre la procedencia del recurso de amparo, habría optado por una definición amplia de la materia electoral, en contra de sus propios antecedentes.


� Al respecto, sostiene que ni el artículo 254 del anterior COFIPE, ni su equivalente en el actual COFIPE, artículo 302, son normas de aplicación inmediata, en conformidad con los criterios de la Corte Interamericana.


� Información actualizada al 14 de mayo de 2010 (última comunicación del Estado mexicano).


� El Estado informa que las actas son contabilizadas por ciudadanos, públicas y accesibles.


� Indica que, además, la totalidad de las actas del proceso electoral 2006 se encuentran disponibles en el sitio web oficial de Instituto Federal Electoral.


� Sentencia de la Sala Superior del Tribunal Electoral de 25 de abril de 2007, dictada en el marco de los juicio de protección de los derecho políticos-electorales del ciudadano SUP-JDC-10/2007 y SUP-JDC-88/2007 acumulados.


� El Estado mexicano en su comunicación recibida el 8 de abril de 2009 señaló: “El Estado llama enfáticamente la atención de la Comisión Interamericana sobre el hecho de que el peticionario […] ha modificado sustancialmente los motivos de su petición inicial [.] Ello implica que […] intenta que se admita la modificación indefinida de su petición, cambiando ad litum los motivos que le dieron origen”.


� CIDH, Informe No. 22/09, Admisibilidad, Igmar Alexander Landaeta Mejías, Venezuela, de 20 de marzo de 2009; párrafo 45.


� El artículo 254 del COFIPE vigente en ese entonces establecía:


“1. Los Presidentes de los Consejos Distritales conservarán en su poder una copia certificada de todas �las actas y documentación de cada uno de los expedientes de los cómputos distritales. 


2. Asimismo, los Presidentes tomarán las medidas necesarias para el depósito en el lugar señalado para tal efecto, de los sobres que contengan la documentación a que se refiere el artículo 234 de este Código hasta la conclusión del proceso electoral. Una vez concluido el proceso electoral, se procederá a su destrucción“.


� Sentencia de la Jueza Cuarta de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal de 21 de septiembre de 2006, dictada en el juicio de Amparo Indirecto 909/2006; página 3.


� El artículo 73 de la Ley de Amparo establece que: “El juicio de amparo es improcedente: VII.- Contra las resoluciones o declaraciones de los organismos y autoridades en materia electoral”.


� En tal sentido se pronunció la Suprema Corte de Justicia de México en su sentencia de 11 de abril de 2008 respecto del juicio de Amparo Indirecto. Al respecto, señaló que a partir de la reformas constitucionales realizadas en 1994 y 1996, “el Tribunal Electoral […] es la máxima autoridad jurisdiccional en materia electoral y órgano especializado del Poder Judicial de la Federación, con excepción de los dispuesto en la fracción II del artículo 105 de la propia Constitución, referente a las acciones de inconstitucionalidad de leyes electorales federales y locales, las que son competencia exclusiva de la Suprema Corte de Justicia de la Nación” y que, a partir del decreto de reforma constitucional publicado el 13 de noviembre de 2007 en el Diario Oficial de la Federación “se faculta al Tribunal Electoral para resolver la no aplicación de leyes en materia electoral contrarias a la Constitución”.


� CIDH, Informe N°. 113/06, admisibilidad y fondo, caso 12.535, Jorge Castañeda Gutman, México, 26 de octubre de 2006, párrafos 93-101; Corte I.D.H., Caso Castañeda Gutman vs. Estados Unidos Mexicanos. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184, párrafos 118-131.


� Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH, “El derecho de acceso a la información en el marco interamericano”, OEA/Ser.L/V/II, CIDH/RELE/INF. 1/09, de 30 de diciembre de 2009; párrafo 81.


� Resolución del Comité de Información del Instituto Federal Electoral CI078. Punto Resolutivo Segundo: “(…) se pone (sic) a disposición del C. Rafael Rodríguez Castañeda, las diversas actas que el Instituto Federal Electoral emitió desde la jornada electoral y hasta el cómputo distrital”.





